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Tuluá, 14 de septiembre de 2022

Señor:
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA
Email:j03adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
Buga- Valle del Cauca

Referencia: Contestación Medio de Control
Acción: Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Demandante: SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA
Demandado: Nación - Ministerio de Educación — Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio - Municipio de Tuluá
Radicación: 76-111-33-33-003-2022-00283-00

...
Atentamente;
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Tuluá, 13 de septiembre de 2022 

ALCALDIA DE TOLDA 
Fecha: 13/09/2022 - 14:05 - Folios: 6 - Anexos: 
Origen: Oficina Asesora Juridica 
Destino: Juzgado Tercero Administrativo del Circuito judJ 
Asunto: Contestación medio de control nulidad y restablec 
Radicado del documento: S-28047 

Señor: 
JUZGADO TERCERO ADMNISTRATIVO DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA 
Email:j03adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Buga- Valle del Cauca 

Referencia: 	Contestación Medio de Control 
Acción: 	Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA 
Demandado: Nación - Ministerio de Educación — Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio - Municipio de Tuluá 

Radicación: 76-111-33-33-003-2022-00283-00 

ALONSO BETANCOURT CHÁVEZ, abogado en ejercicio, vecino y residente en el Municipio de 
Tuluá (V), identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, actuando en calidad de 
jefe de la oficina asesora jurídica y como apoderado judicial del señor alcalde Municipal Doctor 
JOHN JAIRO GÓMEZ AGUIRRE, conforme al poder adjunto, procedo por medio del presente 
escrito dar respuesta al presente medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, 
obrando dentro de los términos legales establecidos, así: 

En mi condición de apoderado judicial del Municipio de Tuluá -Valle, me opongo a todas y cada 
una de las pretensiones esbozadas por la demandante SANDRA SOLEDAD LATORRE 
AGUILERA a través de su apoderada judicial en el líbelo de la demanda, en consecuencia, solicito 
no se concedan y por ende no se declare ninguna de ellas por las siguientes razones: 

I. A LOS HECHOS 

PRIMERO: No es un hecho, es una apreciación jurídica que hace la apoderada de la citada norma. 

SEGUNDO: No es un hecho, es una apreciación jurídica que hace la apoderada de la citada norma. 

TERCERO: No es un hecho, es una apreciación jurídica que hace la apoderada de la citada norma. 
Téngase en cuenta, que la norma transcrita por la parte actora, hace referencia directa a las 
cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 1955 de 2019, las cuales son 
reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial correspondiente, y 
pagas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Empero, el problema jurídico 
planteado por la parte actora, no hace relación con dicha disposición legal. 

CUARTO: No es un hecho. Es una interpretación o apreciación de la norma. Aunado a lo anterior, 
se debe tener en cuenta que esta disposición NO aplica directamente a este caso concreto, tal 
como se puede colegir del contenido normativo de la Ley 50 de 1990. 

QUINTO: No nos consta, debe ser probado dentro del proceso. No obstante, debe aclararse que 
existe una sustancial diferencia entre las responsabilidades de la entidad territorial demandada y 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Ello es así, en virtud a que el municipio 
tiene la obligación de reportar y liquidar el valor de las cesantías de manera anual y de acuerdo 

Calle 25 No. 25-04 PBX:(2) 2339300 Ext: 3411 Código Postal: 763022 
www.tulua.dov.co  — email: iuridicoatulua.dov.co  - facebook. com/alcald  iadetuiva 

twitter.com/alcaldiadetulua  



Tuluá 
Mtle«.1,0 de la gente para la gente 

OFICINA ASESORA JURIDICA 

con el cronograma dispuesto por el mencionado fondo, el cual, a su vez, tiene la responsabilidad 
de administrar los recursos públicos para la educación, entre ellos, lo concerniente a las cesantías. 
Lo anterior con basamento en la Ley 91 de 1989 y el Acuerdo 39 de 1998, normas reguladoras del 
régimen excepcional docente. 

SEXTO: Parcialmente cierto, se corroboró en la carpeta de la historia laboral que la hoy actora 
labora como docente en el Municipio de Tuluá. También es cierto que el 11/10/2021 la docente 
solicitó a la Alcaldía Municipal de Tuluá, Ministerio de Educación Nacional — Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por la no consignación 
de las cesantías y sus intereses bajo el radicado TUL2021ER008368. A dicha petición, la 
Secretaria de Educación Municipal le dio respuesta y remitió por competencia la solicitud de la 
docente a la FIDUPREVISORA, posteriormente, el día 22/10/2021 bajo el radicado 
TUL2021EE016182 se le notificó a la docente a través de su apoderada que su petición había sido 
remitida a la FIDUPREVISORA para su respectivo estudio. 

No es cierto que se haya configurado respecto al Municipio de Tuluá, acto ficto por silencio 
administrativo negativo, ya que una vez verificada la historial labora de la actora SANDRA 
SOLEDAD LATORRE AGUILERA, se evidenció que, frente a la petición del 11/10/2021, bajo el 
Radicado:TUL2021ER008368, esta entidad dio respuesta el día 22/10/2021 bajo el Radicado: 
TUL2021EE016182. En la respuesta proferida por la Secretaria de Educación se señala que no le 
asiste competencia a esta entidad para hacer el reconocimiento que pretende, toda vez que de 
conformidad con la Ley 91 de 1989, Acuerdo 039 de 1998, Decreto 2831 de 2005, Decreto 1272 
de 2018 y Comunicado No. 008 del 11 de diciembre de 2020 del FOMAG es este fondo el que 
está a cargo del pago de cesantías e intereses a las cesantías de los docentes a través de la 
FIDUPREVISORA S.A., de acuerdo al procedimiento y el cronograma establecido por el FOMAG, 
por lo tanto, no se accede a lo solicitado y se remite la solicitud por competencia ante la 
FIDUPREVISORA S.A. 

Como se viene argumentando, es evidente que el supuesto acto administrativo ficto, no existe, 
pues según las actuaciones de la entidad territorial demandada, sí se dio efectiva contestación a 
las peticiones elevadas por la parte actora, incluso, con una remisión de su solicitud por el factor 
de competencia al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio — FOMAG 

Así las cosas, a través del documento con radicado No. 20200170161153 del 11 de diciembre del 
2020, titulado Comunicado No. 008, dirigido a los "Secretarios de Educación y a los Encargados 
de las Oficinas de Prestaciones Sociales", el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio — FOMAG -, dando cumplimiento al Acuerdo No. 39 de 1998, expedido por el Consejo 
Directivo de dicho fondo, procedió a establecer el cronograma y las directrices generales del 
procedimiento para el reconocimiento y pago de los intereses a las cesantías de los docentes 
afiliados al fondo con régimen de cesantías anual. 

En dicho documento, se estableció con claridad que: 

- La fecha de recibo de reportes de cesantías para todas las Secretarías de Educación a 
nivel nacional, estableciendo como plazo máximo el 5 de febrero de 2021. 
- La Fiduciaria es responsable de programar los pagos de los intereses a las cesantías con 
base en los reportes de cesantías allegados por la Secretaría de Educación, que en calidad 
de nominadora liquida las cesantías y notifica al educador. 

Según lo anterior, es evidente que los municipios no son los responsables del pago directo de los 
intereses a las cesantías, sino del reporte de liquidación de las cesantías, los cuales son 
administrados directamente por la Fiduciaria como vocera del patrimonio autónomo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio — FOMAG 

Conforme a dicho comunicado y al cronograma anexo, la Secretaría de Educación del Municipio 
de Tuluá, procedió a enviar a través del correo electrónico institucional del Fondo Nacional de 
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Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG - y a través de correo certificado, a través de la 
empresa SERVIENTREGA con guía No. 9128472149 del 05 de febrero de 2021 y de correo 
electrónico. Con lo anterior, el Municipio de Tuluá, dio cumplimiento cabal al requerimiento del 
FOMAG en lo concerniente al reporte de cesantías dentro de los términos de ley estipulados. 

Se adjuntan, como pruebas, el documento con radicado No. 20200170161153 del 11 de diciembre 
del 2020, la guía No. 9128472149 del 05 de febrero de 2021 de la empresa SERVIENTREGA y el 
Print de envío del correo electrónico del 5 de febrero de 2021 remitido por la Secretaría de 
Educación del Municipio de Tuluá y dirigido a la FIDUPREVISORA con el reporte de archivos 
planos de la liquidación de las cesantías de los docentes vinculados a este ente territorial. 

SÉPTIMO: Es cierto, la señora SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA presentó solicitud de 
conciliación prejudicial ante la Procuraduría para Asuntos administrativos de Cali y la referida 
conciliación se declaró fallida por falta de ánimo conciliatorio entre las partes. No obstante, se debe 
hacer la siguiente claridad: tanto en la conciliación como en la demanda presentada por la parte 
actora, se estipula la existencia de un acto administrativo ficto, lo cual se distancia de la realidad, 
toda vez que la respuesta que afirma la demandante no existir, sí existió y se notificó en debida 
forma, incluso, con el envío de la solicitud por el factor de competencia dentro del término legal 
para ello, tal como se afirma en el hecho inmediatamente anterior. 

OCTAVO: No es un hecho, es una citación en extenso de jurisprudencia del Consejo de Estado. 

II. RESPECTO A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, toda vez que son improcedentes 
y sin ninguna justificación legal, teniendo en cuenta que las pretensiones solicitadas por la 
demandante SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA, son de competencia exclusiva del 
Ministerio de Educación Nacional, entidad encargada por ley para el manejo de los recursos de los 
docentes del Magisterio. Esta institución de rango nacional tiene, además, bajo su potestad el orden 
de atención de cada solicitud y el pago de las prestaciones sociales que reclaman los docentes 
vinculados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - FOMAG - a través de la 
FIDUPREVISORA  S.A.,  como consecuencia no se le ha ocasionado afectación a la demandante 
por parte de esta Administración, por lo tanto, solicito comedidamente la Desvinculación del 
presente proceso. 

III. RAZONES FÁCTICAS Y JURÍDICAS DE LA DEFENSA 

En primera instancia es necesario traer a colación la normatividad en materia de las prestaciones 
sociales de los docentes del orden municipal, departamental y Nacional, estableciendo como base 
normativa la Ley 91 de 1989 y Ley 60 de 1993, de la siguiente manera: 

Ley 91 de 1989. Por medio de la cual se crea el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio: 

Artículo 3°. Créase el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia 
patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 
recursos serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de 
economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. 
Para tal efecto, el Gobierno Nacional suscribirá el correspondiente 
contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones 
necesarias para el debido cumplimiento de la presente Ley y fijará la 
Comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la 
sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija, o variable determinada 
con base en los costos administrativos que se generen. La celebración 
del contrato podrá ser delegada en el Ministro de Educación Nacional. 
El Fondo será dotado de mecanismos regionales que garanticen la 
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prestación descentralizada de los servicios en cada entidad territorial 
sin afectar el principio de unidad. 

Artículo 4°. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
atenderá las prestaciones sociales de los docentes nacionales y 
nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la 
promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del artículo 
2, y de los que se vinculen con posterioridad a ella. Serán 
automáticamente afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio, los docentes nacionales y nacionalizados que se 
encuentren vinculados a la fecha de la promulgación de la presente Ley, 
quienes quedan eximidos de requisito económico de afiliación. Los 
requisitos formales que se exijan a éstos, para mejor administración del 
Fondo, no podrán imponer renuncias a riesgos ya asumidos por las 
entidades antecesoras, las cuales reconocerán su respectivo valor en 
los convenios interadministrativos. El personal que se vincule en 
adelante, deberá cumplir todos los requisitos de afiliación de naturaleza 
formal o normativa y económica. 

Artículo 5°. El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
tendrá los siguientes objetivos: 

Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado. (...)" 

Artículo 15°.- "A partir de la vigencia de la presente Ley el personal 
docente nacional y nacionalizado y el que se vincule con posterioridad 
al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones Ver 
art. 6, Ley 60 de 1993" 

Artículo 6° DE LA LEY 60 DE 1993.- "(...) El régimen prestacional 
aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados que se 
incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de 
continuidad y las nuevas vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 
de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas serán compatibles con 
pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. El personal 
docente de vinculación departamental, distrital y municipal será 
incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio y se les 
respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad 
territorial (...)" 

Artículo 15 (...)1.- "Los docentes nacionalizados que figuren vinculados 
hasta el 31 de diciembre de 1989, para efectos de las prestaciones 
económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han 
venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las 
normas vigentes" 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero 
de 1990, para efectos de las prestaciones económicas y sociales se 
regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos del 
orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, 
o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta 
Ley. 

De lo mencionado en líneas anteriores, se aprecia sin lugar a duda que, corresponde al 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, el atender las prestaciones 
de los docentes como la de efectuar el pago de las mismas al personal afiliado. Si bien es 
cierto que la Secretaría de Educación Municipal de Tuluá tiene una participación activa en 
el trámite correspondiente a la solicitud que hacen los docentes para el pago de sus 
cesantías, no es la entidad responsable del pago efectivo de las cesantías ni de los 
intereses a las cesantías, toda vez que, como lo señala la Ley y la Fiduprevisora, estos 
pagos le corresponden de manera directa al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio — FOMAG -. Como se señaló previamente los pagos son programados con base 
en los reportes que envían las Secretarías de Educación al mencionado fondo. 

La participación del Municipio en el procedimiento de liquidación y pago de las cesantías, 
que se generan como prestación social anual, se reduce al envío del reporte solicitado por 
el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio — FOMAG — en el término 

Calle 25 No. 25-04 PBX:(2) 2339300 Ext: 3411 Código Postal: 763022 
www.tulua.gov.co  — email: juridicoatulua.qov.co  - facebook.com/alcaldiadetulua  

twitter.com/alcaldiadetulua  
4 



5 
SC-CFRGIGIM 

Tuluá 
de la gente para la gente 

OFICINA ASESORA JURIDICA 

estipulado en el cronograma. Por ende, el Municipio no dispone del recurso de manera 
material, en alguna cuenta propia del Municipio, sino que el dinero reposa en poder y 
administración de la Fiduprevisora como vocera del FOMAG y son los responsables de 
dichos pagos, más no lo hace el municipio. 

Por otra parte, debe aclararse que el pago de las cesantías no implica la disposición o 
consignación de ese dinero a una cuenta particular del docente ni tampoco, de la 
disposición de ese dinero en algún fondo privado de cesantías, dado que los recursos 
reposan directamente en el FOMAG y son administrados por la Fiduprevisora. El origen de 
estos recursos proviene del Presupuesto General de la Nación asignado en cada vigencia. 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS 

1. Ineptitud sustantiva de la demanda 

1.1. Caducidad de la Acción 

Conforme dispone el artículo 164 Numeral 2 literal d del CPACA: 

Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser 

presentada: 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación 
del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en 
otras disposiciones legales; ... (Negrita fuera de Texto.) 

Con relación a la mencionada petición de reconocimiento de sanción mora, radicada ante la Nación 
— Ministerio De Educación Nacional — Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio con copia 
ante Municipio de Tuluá, con fecha del día 11/10/2021, se afirmó en respuesta al hecho sexto por 
parte de este ente territorial, que NO es cierto que se haya configurado respecto al Municipio de  
Tuluá, acto ficto por silencio administrativo negativo, ya que una vez verificada la historial laboral 
de la actora SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA, se evidenció que, frente a la petición del 
11/10/2021, bajo el Radicado: TUL2021ER008368, esta entidad dio respuesta el día 22/10/2021 
bajo el Radicado: TUL2021EE016182. En la respuesta proferida por la Secretaria de Educación se 
señala que no le asiste competencia a esta entidad para hacer el reconocimiento que pretende, 
toda vez que de conformidad con la Ley 91 de 1989, Acuerdo 039 de 1998, Decreto 2831 de 2005, 
Decreto 1272 de 2018 y Comunicado No. 008 del 11 de diciembre de 2020 del FOMAG es este 
fondo el que está a cargo del pago de cesantías e intereses a las cesantías de los docentes a 
través de la FIDUPREVISORA S.A., de acuerdo al procedimiento y el cronograma establecido por 
el FOMAG, por lo tanto, no se accede a lo solicitado y se remite la solicitud por competencia ante 
la FIDUPREVISORA S.A. 

Conforme a lo anterior se precisa que, con la respuesta brindada el día 22/10/2021 bajo el 
Radicado: TUL2021EE016182 se acreditó la declaración de voluntad por parte de la Admiración 
Municipal de Tuluá, tendiente a producir efectos jurídicos emitiendo respuesta al administrado, en 
este caso a la apoderada de la hoy demandante, manifestación que se fundó como lo determina la 
ley en remitir por competencia a la entidad correspondiente de pronunciarse al respecto. Cabe 
resaltar que dicha respuesta fue recibida por el usuario de la apoderada Laura Pulido Salgado en 
el Sistema de Atención al Cliente -SAC- del Ministerio de Educación. Adicionalmente, fue enviada 
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vía email al correo electrónico de la apoderada de manera automática por el sistema SAC, 
conforme se evidencia en el print que se anexa como prueba. 

Es así que, la apoderada de la actora conocía de la decisión de la Secretaria de Educación, es 
decir, de la respuesta emitida por este ente territorial - Secretaria de Educación el día 22/10/2021 
bajo el Radicado: TUL2021EE016182, pero guardó silencio en el escrito de demanda, omitiendo 
así agotar la vía administrativa como requisito formal para acudir a la jurisdicción contenciosa 
administrativa con la finalidad de pretender la nulidad del mencionado acto administrativo. Según 
la citada norma tenía la actora 4 meses contados a partir de la notificación del acto administrativo 
para ejercer la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, esto es hasta el 22 de febrero del 
2022, pero en los documentos que anexa a la demanda no se acredita tal requisito, pues el acta 
de reparto del presente proceso tiene fecha del 7/6/2022 por lo tanto ya se encuentra fenecido o 
caducado el término perentorio establecido para ejercer la acción ante esta jurisdicción. En 
conclusión, queda en evidencia, que para el acto administrativo antes descrito operó la caducidad 
de la acción ya que a la fecha de hoy transcurrieron más de cuatro meses desde la notificación de 
dicho acto administrativo como lo señala la norma. 

Es de resaltar que la Corte Constitucional mediante Sentencia C-574 de 1998, M.P. Antonio Barrera 
Carbonell, instruye que "la caducidad es la extinción del derecho a la acción por cualquier causa, 
como el transcurso del tiempo, de manera que, si el actor deja transcurrir los plazos fijados por la 
ley en forma objetiva, sin presentar la demanda, el mencionado derecho fenece inexorablemente, 
sin que pueda alegarse excusa alguna para revivirlos. Dichos plazos constituyen entonces, una 
garantía para la seguridad jurídica y el interés general. Y es que la caducidad representa el límite 
dentro del cual el ciudadano debe reclamar del estado determinado derecho; por ende, la actitud 
negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser objeto de protección, pues es un 
hecho cierto que quien, dentro de las oportunidades procesales fijadas por la ley ejerce sus 
derechos, no se verá expuesto a perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado". 

A juicio del Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda 
Subsección B Consejero Ponente: Víctor Hernando Alvarado EXPEDIENTE No. 
50001233100020042067701, NÚMERO INTERNO: 0030-2010 del 18 de Noviembre de 2010, 
refiere sobre la caducidad de la acción y hace mención indicando que "El derecho constitucional 
de acceso a la justicia, puede ser regulado por el legislador, que está así habilitado para fijar 
restricciones temporales para el ejercicio del derecho de acción, limitación que se justifica como 
un instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y otorga la estabilidad a las relaciones entre 
los individuos y el Estado. Las acciones deben propiciarse en tiempo oportuno, lo que explica los 
términos de caducidad en virtud de los cuales se marchita el derecho de acción, y las situaciones 
adquieren la firmeza necesaria a la seguridad jurídica". 

De la misma forma, también se ha definido que "La justificación de la aplicación de la figura de la 
caducidad en las acciones contencioso administrativas, tiene como fundamento evitar la 
incertidumbre que podría generarse ya sea por la eventual anulación de un acto administrativo, o 
el deber que podría recaer sobre el Estado de reparar el patrimonio del particular afectado por una 
acción u omisión suya. Así, en esta materia, se han establecido plazos breves y perentorios para 
el ejercicio de estas acciones, transcurridos los cuales el derecho del particular no podrá 
reclamarse en consideración del interés general. ". Consejo de Estado, Sección Segunda, 
Subsección "B", Consejero Ponente: Tarsicio Cáceres Toro, sentencia del 23 de febrero de 2006, 
Radicación No: (6871-05), Actor: Marcos Melgarejo Padilla. 

Ahora bien, la Sentencia C-832 de 8 de agosto de 2001, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil. Expone 
"El legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que 
tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. Su 
fundamento se haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad 
jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede 
derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la protección de un interés general. La 
caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se ha configurado no puede iniciarse 
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válidamente el proceso. Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter 
irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su 
ocurrencia.". 

V. EXCEPCION MIXTA 

Falta de Legitimación en la Causa por Pasiva 

Esta excepción se fundamenta en el entendido que no es el Municipio de Tuluá el llamado 
a responder por las presuntas declaraciones y condenas solicitadas, dado que el ente 
territorial de ninguna manera, por acción u omisión, pudo haber ocasionado perjuicio 
alguno a la parte activa. Ello es así por lo siguiente: 

La Ley 91 de 1989, en su artículo 3, estableció la creación del FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES DEL MAGISTERIO, como una cuenta especial de la nación, sin 
personería jurídica, con independencia patrimonial, contable y estadística, con recursos que 
deben ser manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, con el fin de 
que asumiera el pago de las prestaciones sociales de los docentes. A su vez, el artículo 9° 
de la citada Ley indica que las prestaciones sociales que pague el Fondo serán reconocidas 
por la Nación — Ministerio de Educación Nacional. 

De igual manera el municipio no es quien autoriza el pago de las prestaciones sociales de 
los docentes, pues de conformidad con lo establecido en la Ley 715 de 2001 el pago de 
las prestaciones sociales del personal docente de las instituciones educativas se realiza 
con los recursos del sistema general de participaciones, enviados por el ministerio, vale 
anotar que el Ministerio de Educación Nacional es quien autoriza e imparte las 
instrucciones de cómo se debe utilizar dichos recursos. 

Por lo anterior, la Administración Municipal no es el responsable de este pago, por lo tanto, 
carece de legitimidad en la causa por pasiva. 

Sobre el caso particular cabe traer a colación el pronunciamiento realizado por el Consejo 
de Estado frente a este tema en diversas sentencias, la Sentencia del 28 de marzo de 
2012, de la Sección Tercera, subsección C, Radicado 1993-01854 (22163), consejero 
ponente Enrique Gil Botero que indico: 

Según hemos dicho, la legitimatio ad causam es un elemento sustancial 
de la litis y, por lo tanto, no constituye un presupuesto procesal. En 
cambio la legitimatio ad processum se refiere a la capacidad jurídica 
procesal de las partes, que sí es un presupuesto procesal. La ausencia 
de aquélla impide que la sentencia resuelva sobre el fondo de la litis, 
pero no invalida el proceso, y la sentencia inhibitoria es absolutamente 
válida; la falta de ésta constituye un motivo de nulidad, que vicia el 
procedimiento y la sentencia que llegue a dictarse, en el caso de que el 
juez no caiga en la cuenta de que existe ese vicio. 

Ahora bien, la misma corporación en Sección Segunda- Subsección B, con Consejero 
Ponente: Gerardo Arenas Monsalve, Radicación número: 25000-23-25-000-2009-00467-
01(2769-12) del 05 de diciembre de 2013 estableció: 

LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA — Reconocimiento y pago 
de pensión de sobrevivientes de afiliados al Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio La Secretaría de Educación del ente territorial 
al cual pertenece, en este caso la docente causante de la prestación 
por sobrevivencia, se le confía la función de elaborar el proyecto de 
resolución que reconozca o niegue una prestación social, resolución 
que con posterioridad debe aprobar o improbar la sociedad fiduciaria 
encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio ello, en todo caso, en nombre y 
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representación de la Nación, Ministerio de Educación Nacional y del 
referido Fondo de Prestaciones. En efecto, no hay duda de que es a la 
administración representada en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, a quien le corresponde el pago de los derechos 
prestacionales de los docentes afiliados al citado fondo, de acuerdo con 
el procedimiento que para tal efecto ha dispuesto el legislador y las 
normas reglamentarias, con posterioridad a la expedición de la Ley 91 
de 1989. 

En este orden de ideas la legitimación material en la causa por pasiva, la esgrimimos con 
base en los argumentos que hemos sostenido desde el inicio de esta contestación siendo 
estos dirigidos a determinar que la Administración de Tuluá /Secretaría de Educación 
Municipal es la encargada de liquidar y reportar a la Fiduprevisora S.A. las cesantías e 
intereses a las cesantías anualmente. Pero no es la encargada de realizar el pago de la 
respectiva prestación, así las cosas, solicito a usted señor Juez que en el momento procesal 
de abordar el estudio del fondo del asunto objeto de controversia se DESVINCULE al 
Municipio de Tuluá /Secretaría de Educación Municipal. 

VI. EXCEPCIONES DE MÉRITO O DE FONDO 

Cobro de lo no debido 

Esta excepción se fundamenta en el hecho de que la demandante está reclamando una 
suma de dinero que no le adeuda la Alcaldía Municipal de Tuluá/ Secretaría de Educación 
Municipal, puesto que como a bien se ha señalado, este no es el ente competente para el 
pago de las prestaciones solicitadas por la demandante, solo nos limitamos a dar 
cumplimiento al procedimiento ordenado en la Ley y en las disposiciones del FOMAG por 
ser el patrimonio autónomo creado para atender las prestaciones sociales de los docentes. 

De otra parte, el Decreto Ley 2831 del 16 de agosto del año 2005, en su capítulo II regula, 
todo el trámite para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio el cual establece lo siguiente: 

ARTÍCULO 2°. Radicación de solicitudes.  Las solicitudes de 
reconocimiento de prestaciones sociales, deberán ser radicadas en la 
secretaria de educación, o la dependencia o entidad que haga sus 
veces, de la respectiva entidad territorial certificada a cuya planta 
docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, 
de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad 
fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. La sociedad fiduciaria encargada 
del manejo de los recursos del Fondo, implementará un sistema de 
radicación único, que registre las solicitudes de reconocimiento de 
prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la 
respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que 
permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su 
trámite. 

ARTÍCULO 3°. Gestión. A cargo de las secretarías de educación. De 
acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 1989 y el 
artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes 
relacionadas con las prestaciones sociales que pagará el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, será efectuada a 
través de las secretarías de educación de las entidades territoriales 
certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial 
certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente 
deberá: 

1. Recibir y radicar en estricto orden cronológico, las solicitudes 
relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales a cargo 
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del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de 
acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 
2. Expedir con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de 
los recursos del Fondo y conforme a los formatos únicos por ésta 
adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y 
prestacional, del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con 
la normatividad vigente. 
3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de 
reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 
radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo 
y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación 
descrita en el numeral anterior del presente artículo. 
4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del 
manejo y Administración los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de 
reconocimiento de prestaciones económicas a cargo de dicho Fondo, 
de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que 
las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que 
haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos 
en la Ley. 
5. Remitir a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos 
del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, copia de 
los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a 
cargo de éste, junto con la respectiva constancia de ejecutoria para 
efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que éstos se 
encuentren en firme. 

PARAGRAFO PRIMERO: Igual trámite se surtirá para resolver los 
recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de 
conformidad con el procedimiento aquí. Establecido y aquellas que 
modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan adoptado 
respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

PARAGRAFO SEGUNDO: Sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las 
resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que 
reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la 
sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los 
recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán 
mérito ejecutivo. 

ARTÍCULO 4°. Trámite de solicitudes, El proyecto de acto 
administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la 
secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad 
territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya 
pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se 
encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación. 
Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto 
de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o 
indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e 
informar de ello a la respectiva secretaría de educación. 

ARTÍCULO 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución 
por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del 
Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente 
territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades 
y efectos previstos en la Ley. 

La LEY 1071 DE 2006. Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se 
regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se 
establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación establece: 
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Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto reglamentar el 
reconocimiento de cesantías definitivas o parciales a los trabajadores y 
servidores del Estado, así como su oportuna cancelación. 

Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes 
a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías 
definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad 
empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago 
de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne 
todos los requisitos determinados en la ley. 

Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está 
incompleta deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes al recibo de la solicitud, señalándole 
expresamente los documentos y/o requisitos pendientes. Una vez 
aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá 
ser resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este 
artículo. 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un 
plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual 
quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las 
cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta 
prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional 
de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o 
parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y 
cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por 
cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, 
para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término 
previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el 
funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo 
por culpa imputable a este. 

En este orden de ideas podemos indicar que, si bien la Secretaria de Educación Municipal 
de Tuluá no es la entidad responsable del desembolso de los dineros y menos quien los 
administra, esta es COMPETENCIA de la FIDUCIA DEL FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO en cabeza hoy en día de la ENTIDAD FIDUCIARIA. Lo que 
traduce sin lugar a duda que en caso de probarse en el proceso que no se tuvieron en 
cuenta la totalidad prestaciones sociales a que tiene derecho la demandante, es la entidad 
FIDUPREVISORA, la llamada a responder por radicar en cabeza de esta la obligación legal 
de administrar los recursos del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Las normas transcritas evidencian, que nuestra tesis es validada al advertir que la nulidad 
y restablecimiento del derecho que promueve la demandante debe ir dirigida directamente 
contra el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, administrado en este caso por la 
entidad LA FIDUPREVISORA, mas no contra el Municipio de Tuluá / Secretaria de 
Educación Municipal. 

VII. PRESCRIPCIÓN 

Como quiera que las pretensiones van dirigidas al reconocimiento de derechos que datan 
de varios años atrás, sin que implique aceptación o responsabilidad de este ente territorial 
respecto de lo pretendido en la demanda, solicito que en el eventual caso que su honorable 
despacho decida concederle a la demandante las pretensiones, se debe dar aplicabilidad 
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al fenómeno de PRESCRIPCIÓN trienal, respecto de aquellas acreencias que no hayan 
sido pedidas dentro de los tres (3) años siguientes a la fecha de su exigibilidad. Lo anterior 
de conformidad con lo establecido en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968 que 
establece que "Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto 
prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho 
exigible". 

Señoría, finalmente en atención a lo precedente solicito se declaren probadas todas y cada una 
de las excepciones previas y de fondo propuestas. 

VIII. PETICIÓN ESPECIAL 

Respetuosamente solicito al Honorable Juez me reconozca personería suficiente para actuar 
como apoderado del Municipio de Tuluá conforme al poder que me ha otorgado el Doctor 
JOHN JAIRO GÓMEZ AGUIRRE, en su condición de Alcalde y Representante del mismo. 

IX. PRUEBAS 

Solicito se decreten las siguientes pruebas en favor de este ente territorial: 

DOCUMENTALES: 

> 1. Copia respuesta con radicado TUL2021EE016182 del 22/10/2021 a la abogada LAURA 
PULIDO SALGADO como apoderada de la docente SANDRA SOLEDAD LATORRE 
AGUILERA y evidencias del trámite de remisión por competencia a la FIDUPREVISORA 
S.A. 

> 2. Print del Sistema de Atención al Ciudadano — SAC- del Ministerio de Educación en el 
que se evidencia el trámite administrativo dado a la petición bajo el radicado: 
TUL2021ER008368 del 11/10/2021, incluyendo el radicado de la respuesta por parte del 
Municipio de Tuluá — Secretaría de Educación, la fecha de notificación y el visto por parte 
de la apoderada de la actora. 

> 3. Copia del documento con radicado No. 20200170161153 del 11 de diciembre del 2020, 
titulado Comunicado No. 008 emitido por el FOMAG y el cronograma para reporte de 
intereses a las cesantías. 

> 4. Guía No. 9128472149 del 05 de febrero de 2021 de la empresa SERVIENTREGA 
> 5. Print de envío del correo electrónico del 5 de febrero de 2021 remitido por la Secretaría 

de Educación del Municipio de Tuluá y dirigido a la FIDUPREVISORA con el reporte de 
archivos planos de la liquidación de las cesantías de los docentes vinculados a este ente 
territorial. 

X. ANEXOS 

- Poder para actuar. 
- Documentos que acreditan la calidad del alcalde y del jefe de Oficina Asesora Jurídica. 
- Documentos aducidos como prueba. 
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XI. NOTIFICACIÓN 

El suscrito recibirá notificación en la Carrera 25 con Calle 25 Esquina, Palacio Municipal, o en la 
secretaria de su despacho. 

De igual manera y dando cumplimiento a lo ordenado en la Ley 1437 del año 2011, la entidad 
demandada tiene como correo electrónico para recibir notificaciones el siguiente: 
jurídicoatulua.qov.co   

Del Señcir (a) Jl z Administrativo, 

Atenta ente, 

ALONS BETA VI URT CHÁVEZ 
C.C. No. 4.367.90•de Tuluá 
T.P. No. 19.431 	C.S.J 
Jefe Oficin A elora Jurídica 

Transcriptor y redactor: Lisseth Katerine Lagos Villota - Profesional Universitario Oficina Asesora Jurídica 
Coadyuvó: Miriam García - Profesional Universitaria Secretaría de Educación, Norbey Zapata — Profesional Universitario 
Prestaciones Sociales Secretaría de Educación 
Reviso y Aprobó: Alonso Betancourt Chávez - Jefe Oficina Asesora Jurídica y Leidy Natalia Montes — Secretaria de Educación 

Calle 25 No. 25-04 PBX:(2) 2339300 Ext: 3411 Código Postal: 763022 
www.tulua.gov.co  — email: juridicoatulua.dov.co  - facebook.com/arcaldiadeturua  

tvvitter.com/alcaldiadetulua  



















 
 
 
 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
 

 
 

Carrera 25 No. 25-04 – PBX: (2) 233 93 00 Ext: 1011-1014 – Código Postal 763022  
www.tulua.gov.co – email: educacion@tulua.gov.co – facebook.com/alcaldiadetulua 

twitter.com/alcaldiadetulua 

Doctora 
LAURA PULIDO SALGADO 
Apoderada Judicial 
SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA 
38794387 
 
 
Asunto: Tramite a Reclamación Administrativa y/o Certificación de pago de cesantías 

vigencia año 2020. 
 
 
Cordial saludo, de manera atenta y respetuosa me permito acusar recibo de su solicitud de 

información de cancelación de cesantías anuales vigencia año 2020 y/o reconocimiento y 

pago de indemnización moratoria por presunto pago extemporáneo de las cesantías e 

intereses respectivos, causados a 31 de diciembre de 2020. 

 
Es preciso señalar que de conformidad con el artículo 2 de la Ley 91 de 1989, el Ministerio 

de Educación Nacional está a cargo del pago de las Cesantías a los docentes vinculados 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG –, lo que hará por 

medio de la sociedad fiduciaria “La Fiduprevisora S.A.” Así las cosas, tal como lo dispone 

la Ley 91 de 1989, el Acuerdo No. 039 de 1998, el Decreto 2831 de 2005, el Decreto 1272 

de 2018 y el Comunicado No. 008 del 11/12/2020 del FOMAG, en el que se establece el 

procedimiento establecido para el reporte, liquidación y pago de los intereses a las 

cesantías, se señala como fecha máxima para el reporte del año 2020 por parte de las 

Secretarías de Educación, el 05/02/2021 programando el pago de los intereses a las 

cesantías para el 31/03/2021. 

 
Por lo anteriormente expuesto, informo que esta Entidad Territorial remitió su solicitud 

identificada con el radicado interno TUL2021ER008368 del 11/10/2021 a LA 

FIDUPREVISORA S.A. a través del enlace para PQRS de su plataforma, esta Entidad 

asignó el radicado No. 20211014492572. Se anexan evidencias. 

 
 
Cordialmente, 
 
 
 
JUAN DAVID GARCÍA SERNA 
Profesional Universitario 

 
 
Proyectó y Transcribió: Luz Elena González Cardona (Abogada Contratista S.E.M.) 
Revisó: María Fernanda Ramírez (Abogada Contratista S.E.M.)
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Señores 
FIDUPREVISORA S.A. 
La Ciudad 

 
 
Asunto: Remisión por competencia “solicitud pago de sanción moratoria por inoportuna 

consignación de cesantías y pago tardío de intereses año 2020 – Solicitud de 
información de cancelación de cesantías anuales vigencia año 2020”. 

 
Cordial saludo, en atención a lo dispuesto por el artículo 21 de la Ley 1755 de 2015, de 
manera atenta y muy respetuosa me permito remitir por competencia, la siguiente solicitud 
de información de cancelación de cesantías anuales vigencia año 2020, reconocimiento y 
pago de indemnización moratoria por presunto pago extemporáneo de las cesantías e 
intereses respectivos, causados a 31 de diciembre de 2020, teniendo en cuenta los 
siguientes datos:  
 

DOCENTE:       SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA 

C.C.:            38794387 
RADICADO SAC:  TUL2021ER008368 
FECHA RADICADO:   11/10/2021 
 

Lo anterior, de conformidad con la Ley 91 de 1989, Acuerdo No. 039 de 1998, el Decreto 
2831 de 2005, el Decreto 1272 de 2018 y Comunicado No. 008 del 11/12/2020 del FOMAG, 
en el que se establece el procedimiento establecido para el reporte, liquidación y pago de 
los intereses a las cesantías, señalando como fecha máxima para el reporte del año 2020, 
por parte de las Secretarías de Educación, el 05/02/2021, programando el pago de los 
intereses a las cesantías para el 31/03/2021. 
 
Oportunamente, la Secretaría de Educación remitió el Reporte de Cesantías Docentes 
Activos y Retirados del año 2020, dentro del cual se encuentra relacionado (a) el (la) 
docente aquí mencionado (a). 
 
Por lo aquí expuesto, solicito se estudie la petición del (de la) docente relacionado (a) para 
dar respuesta oportuna y de fondo. 
 
Cordialmente, 
 
  
 
JUAN DAVID GARCÍA SERNA 
Profesional Universitario 
 
 
Proyectó y Transcribió: Luz Elena González Cardona (Abogada Contratista S.E.M.) 
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Tuluá, 22 de octubre de 2021

Doctora
LAURA PULIDO SALGADO
LOPEZ QUINTERO ABOGADOS & ASOCIADOS
notificacionescartago@lopezquinteroabogados.com
Cartago, Valle Del Cauca

Asunto: RESPUESTA RADICADO TUL2021ER008368

Cordial saludo, en atención al asunto radicado me permito adjuntar evidencias de trámite, para
su conocimiento y fines pertinentes.

Atentamente,

      
LUZ ELENA GONZALEZ CARDONA
Profesional Universitario
Talento Humano

Proyectó: LUZ ELENA GONZALEZ CARDONA
Revisó: LUZ ELENA GONZALEZ CARDONA

Anexos: RTA. SAC.-34.pdf
Anexos: SANDRA SOLEDAD LATORRE - FIDUPREVISORA.pdf

TUL2021ER008368
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Atentamente, 

`(\ -t----- C \.:_\ \ ,...j..._ 
JOHN JAI O OMEZ AGUIRRE 
Alcalde 	nicip de Tuluá Valle. 

.C. No. 16.367. 9 de Tuluá Valle. 

cepto:  

Tuluá 
de la gente para la gente 

OFICINA ASESORA JURIDICA 
Señores. 
JUZGADO TERCERO ADMNISTRATIVO DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA 

Referencia: 	 Memorial Poder 
Medio de Control: 	 Nulidad y restablecimiento del derecho 	 y, 
Demandante: 	 SANDRA SOLEDAD LATORRE AGUILERA 
Demandados: 	 MUNICIPIO DE TULUÁ, FOMAG - LA NACIÓN - 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
Radicación. 	 76-111-33-33-003-2022-00283-00 

JOHN JAIRO GOMEZ AGUIRRE, mayor de edad, vecino y residente en el Municipio de Tuluá, 
identificado como aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi condición de Alcalde y 
por ende representante legal del Municipio de Tuluá, comedidamente permítame a través del 
presente escrito conferir poder especial, amplio y suficiente al abogado ALONSO 
BETANCOURT CHAVEZ, en calidad de jefe de la Oficina Asesora Jurídica, igualmente mayor 
y vecino de esta Ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.367.905 de Tuluá-
Valle, portador de la tarjeta profesional No. 129431 del Consejo Superior de la Judicatura, 
para que asuman la representación del Municipio como apoderado principal y como 
apoderados suplentes, en calidad de profesionales universitarias a las abogadas: YURANY 
HINCAPIE VELASQUEZ, identificada con la cédula de ciudadanía No. 38.793.503 de Tuluá-
Valle del Cauca, portadora de la tarjeta profesional No. 170.884 del Consejo Superior de la 
Judicatura y a la abogada LISSETH KATERINE LAGOS VILLOTA identificada con cédula de 
ciudadanía No. 1.128.435.080 de Medellín, Antioquia, portadora de la tarjeta profesional No. 
306.295 del Consejo Superior de la Judicatura; y al abogado DAVID RAMÍREZ JIMÉNEZ 
identificado con cédula de ciudadanía No. 1.116.239.495 de Tuluá - Valle, portador de la 
tarjeta profesional 334.030 del Consejo Superior de la Judicatura para que en lo sucesivo 
representen los intereses del Municipio de Tuluá Valle dentro del proceso de la referencia. 

Mis apoderados tienen las facultades para contestar la demanda, notificarse, conciliar, recibir, 
transigir, sustituir, reasumir, y en general, para todo lo que estimen conveniente en cuanto a 
derecho. 

Sírvase señor juez (a) reconocerles personería jurídica a los abogados ALONSO 
BETANCOURT CHAVEZ, YURANY HINCAPIE VELASQUEZ, LISSETH KATERINE LAGOS 
VILLOTA y DAVID RAMÍREZ JIMÉNEZ para que puedan actuar conforme al mandato por mi 
dado. 

YU NY HINCAPIE VELASQUEZ 
C.0 No. 38.793.503 de Tuluá- Valle 
T.P h. 	7088 -I C.S.J 

111.4.11:' C21  ¿2- 
TH 	ERI

/ 
 NE LAGOS VILLOTA 

C.0 No. 1.128.435.080 de Medellín - Antioquia 
T.P No. 306.295 del C.S.J 

Redactor y trascriptor: Lisseth Katerine Lagos Villota - Profesional Universitaria Oficina Asesora Jurídica. 

Calle 25 No. 25-04 PBX:(2) 2339300 Ext: 3411 Código Postal: 763022 
www.tulua.gov.co  — email: juridicoltulua.qov.co  - facebook.cornialcaldiadetulua 

twitter.comtaicaldiadetulua 

ALONSO BETANCOURT CHAVEZ 
C.C. No. 94.36Tb05 de Tuluá- Valle. 
T.P. No. 12941 del,C.S.J. 

DAVID RAMÍREZ JIMÉNEZ 
C.0 No. 1.116.239.495 de Tuluá - Valle 
T.P No. 334.030 del C.S.J 



En Tukia, el 1219/2022 	a. las 9:43:13 

Al despacho del Notario Tercero de Tuluá Val) 
compareció: 

JOHN JAIRO GOMEZ AGUIRRE 

Se identificó con 

CC 16367059 

y presentó personalmente este documento. 	3 
9 

2 

Ci1 ItLO BUSTAMANTE ALVAREZ 
NOTARIO TERCERO DE TU LUÁ 

Clt 29 # 24-10 Tel. 2258774, 
Tereeratoluatasupernotanado.gov.co 
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DECRE'rO No. oogtl
Marzo 05 20011

EL CUAL bELEGANj UNAS FUNCIONES LA SECRETARIA Dl.
GF:RVICIOS ADMINISTRATIVOS, SECRETARIA
EDUCACtoN Y A l. n OFICINA ASESORA JURIDICA DE LA

Gl- MUNICIPAlp DE TULUA, ejercicio tas
conslüucionales y legales) y

CONSIDERANDO:

1 el artículo 209 de ta Constilue.ión Nacional consagra Io sigl ''tal
ntltnlnis!raliva eslá al servicio, cl? los Intereses gelfterales y so
lunaalnentos en lbs principios de igualdad, moralidad, eficacia, econotnía,
'Inparcia}iclatl y publicidad) mediante Ih descenlraJízacióñ, Ja

deybncenlración de Tun'ciaiñes,

1-as aúlotnclaclQ$ aclmini31talívâs clqben coordinar acluacivñéS para el
cumplimien.(o cle lbs. fines del Estado

2 Qi.le en cotr,arclancia CQh. la disposición anterior el arlículo 3'15 ibi(lorn IT
stquien(e: oon atribuciones del alcalde, 30 ) Dirigir la ac,ciÓf1

astàgurar El 't.umptinníênlo las funcionas y, ila prestación de servicios
a' su cargo:

Qua El arliçuIQ cle la Ley *484. 1'998 consagra Io siguiantQ,'
virtu¿! cle lo dispuesto en la Cpnsñtituc.lón rolilrr.a y

con la présente ley, podrán mecliãñlcs eiclo Cte delegación, transt?lil
ee funciones a susi eofabbtacÍore5 ú a autorícfàcfes, c.01i

afinesn i',

Que por su parte et- arlículq ibídem, señala Io qua a
"Rect!-gisilus cle la delegación. En aclo clé delegación, que sioiupre

ta autoridad delegatoria y la» • funciones Q' asuntos esporciftc.o:;
alenc.lón y se transfieren...

5 - en dagatt•õlIÜ de: la citada Doteslacl constilüciQlñ(al y Itagal
necesarto aras. de dinamizar la acliviclacl cle ilotial. en
Secretarias del Metnjçipio cle T Liluá}. B5ppc.jfjcas

que Gé detalladanionle cn la pav(e resoli.lIiVi.1 (le esle arlo
aliVO

Out' cle lo

DECRETA•,

ART'ic,'ULO 1". DGléguese a la Secretaria CIF) Servici03 AcliA1il'1istl'ülIivos la lle
los at.ltnlos relacionaçJ0R con la aclnlinis(racíón cle persó'ViÑI los es Elo

ti'slración Cantrali especial los:



Decreto NO. 094 cfe 05 cla 2C)DU

Conceder licenciOS y
2 Conceder vacaciones y autlorizar su on cline,ro.

normas cle cu•cltan dicho,s pago. e,;
BI pago de incentivos, nstimulos y cle progt•ajnas

tavor cla (uncionarios de la administraciôn atendtenclo el plan
Dl (aviatnenle aclopt•acto y el ptan CIF) capacilaçit-%lù avalado por ,filc;.

Munic.tpal,
4 Desarrollar las runciones respec,lo al Connilé Parìlalio cla S;31UCl
5 Ree.onocot- salarios y prestac.ionès confornne a l'a nor151@tjvicJacl
G Reaonocer y liquidar prestaciones sociales.y cesatnlias y ofclenar SII IrànMte,
7 IReconoc,er y ordenar el pago cle los clineros que por cualclllitar c.onc.epto

le.'n(epn derocho los servidores o ex servic!ores;
Ù L)eciclii' solic.itudes y reclarnaciones cle caréctler laboral;
9 C${nblecer los hararios de trabajo;
1C) Custodiar y manejar el archivo central .del Municipio, al Cl.sal

dè.'her expùdir Ias certific.aciones correspondientes;
'I •l y reconocer las licencias por enfiermer-lacl generai, accaclenlc

Iruhajo, nvalerniclacl . y palernidacj; al igual, que conceder las
ovclinat'las,

12 L levar el registro cle ac(os adnninistralivos a las
personai de la Administracién. Central;

'13 Recepc,ionaç y divulgar la relacionac(a
vinculaciôn de personal de la Adminislracit5n Cén(ral;

1 41 Concetler perniisos a los jueces de ia en los e.v.enlos y
c.oncliciones preVisUas en et parégraro Clel aj•lict.llo 103 Clel Decreto Nac.ion; I

de -197a;
15.Concèt:t9t• pernnisos a inolai•ios de la Giudaçl en 'IC)'S e.•vènltos y

condiciones estableciclas en ta Ley y por el Gobierlfib y
no(ùl'lQ t; encargaclos.

PARAGRAFO PRIMERO: Los actas adnqinistralivos que profiera la
(Ielegncla vi: de esle Decreto cleberân si.lsc,ribirse aclemi:hs por la
universitario coordina oficitna cle gestibn y clesarrolto InumnnQ.
PARAGRAFO SEGUNL)O: Para efÊ0tos cle ia IrclL1icfl;n.ibn,
autot'l;'.acltîn pë1VJ0 do las cesantias parciales o clefinitivas los set 
enlidad rlt?berà aplicar Ias norn•tas viqenles Ell mornento IFI c.nt-tsactdn dl'!l

pago o definitivo.

a la Secretaria de Gobierno eslenblecer el çje:
de Polic.iu.

lo

Iral.tnt(i

ARTiC,ULO 20. Deléguese a la Secretarfa clo j"laciencla IFJ$ Riguient@s ft.tneicsnes.
'1 l'f•alfiitar y ordenar et pago cle lodas Ias. raclujras ctut9 se PQ'

servicios püblicos clonniciliarios a clel'ènle terriloi•iàl.

2- y que ordenà Ley al Conc.i>jù
sarteria Munitipal, ihstitutcj Municipal Clel baporte y 1-oc.tll Salll(l



No. ciq marzo 5 cle 201>8

ARA'iCt)LO Detésjl-teáb ei lei

-t'rannilar cleacídit sobro las Inscripciones y ascenso•à Gl
Iróniilcv clà las solici(ur.jt3$ Lle inscripc.iólft• y ascwnso realizarn .
prcnti.slo en la L Oy y Gobieíri'io Nacional.

? l•xpeclit las certitiãaciohé$- (Jé acreclj.laóión para Escalafón Docente

E,kpecjir con pàrfjñLlWas
y difiãclivo clõcuj"ile vinculãclo a esle enle IQrrilcllia),

ARTICULO be'légetes,e en et de [El Oficina A5efioftá la:;

l. personalmente cié autos admisofios cie den)añtlas, c
linpugnar acciones de tutelas, acc.ionE)G populares, (In
actuaciones actrfiílñisli%alivas, y de Ioda la proviclnncia se clLle Ins

y diligencias en 106 que el MuniCipio tle Tuluá y
ttépencIénciaS cla• la Adninis(ración Central sea parte, p:.trg
-rcypresenlarlo en las audiencias de canc.iliac,ióh -Cle carácl&ló àcfntintslltlllvn t/
ji.ldiciãl.

2, iñleres•ed del' Municipio, en -las acluaçianes
ps•ocesos que se Si-'TTtElñ ante ta orclinafl,n.

Adniinislrativo, Tribunal Superint• ciel DislrllQ y
irrstanc,ias judiciales y üclnlinislrativas a que se leng€l acceso por de

que 'la ley permite, La raeullacl aquí delegada 
CIQ conciliar]' recibir, desistir, si.lstiluir, revocar 
qua .olnrgele en cualCll.liera de las etapas cte loda proceso 

Artículo El presente rige, a 
126 27 de 2004, 

3 2005.

c(6J fécha
Nov 220

COMUNIQUESE, PUBLIQUESLE Y CVTVIPLASE
1

Dado en los cinco (05)' del nios de,mârzo año ¿lós nul 

RAFAEL E TI)ARDCYPALAU SALAZAR
Alc.alt•lu I ufíclitt:a

el clet(.'tbo:
los

ta

(2000). !
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